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Resumen ejecutivo 

La situación migratoria de los venezolanos en Estados Unidos se ha vuelto más inestable durante 2025 y 
2026. La terminación y el litigio del Estatus de Protección Temporal (TPS), la reducción de vías de parole, 
los cambios en las autorizaciones de empleo, el aumento de la exposición a detención y la expansión de 
las remociones a terceros países afectan de manera distinta a antiguos o actuales beneficiarios de TPS, 
personas admitidas bajo parole, solicitantes de asilo con casos pendientes, personas protegidas bajo la 
Convención contra la Tortura (CAT) o withholding of removal, personas con órdenes finales bajo 
supervisión de ICE y familias de estatus migratorio mixto. 

Estas categorías no son equivalentes. Un permiso de trabajo, una solicitud pendiente o una orden de 
supervisión no constituyen por sí mismos residencia permanente ni garantizan que una persona no 
pueda ser detenida. Sin embargo, demuestran una relación formal y continua con el sistema migratorio. 
Cuando las reglas sobre protección, autorización laboral, detención y documentación cambian mientras 
los casos siguen pendientes, el impacto se traslada de inmediato al empleo, la vivienda, la movilidad, la 
defensa legal y la estabilidad de las familias. 

CONCLUSIÓN CENTRAL 
Las decisiones adoptadas durante 2025 y 2026 han reducido o vuelto más inestables protecciones, 
autorizaciones y mecanismos documentales de los que dependen numerosos venezolanos para 
permanecer, trabajar y continuar sus procesos migratorios. Estados Unidos puede aplicar sus leyes 
migratorias, pero las decisiones de custodia y remoción deben ser individualizadas, respetar el debido 
proceso y permitir que las personas cumplan legalmente con las propias exigencias del sistema. 

Hallazgos principales 

• El Censo de 2020 registró 605.381 personas de origen venezolano en Estados Unidos, un aumento
de 181,5 % respecto de 2010. Esa cifra sirve como referencia demográfica y no debe interpretarse
como un conteo actual de personas sujetas a medidas migratorias.1

• Las decisiones sobre TPS han afectado a cientos de miles de venezolanos y continúan atravesadas
por litigios, órdenes judiciales y cambios sobre la vigencia de documentos y autorizaciones de
empleo.2

• Los solicitantes de asilo enfrentan períodos prolongados de espera y dependen con frecuencia de
autorizaciones de empleo para mantenerse dentro de la economía formal. En febrero de 2026,
DHS propuso ampliar a 365 días el período de espera para determinadas solicitudes iniciales de

1 U.S. Census Bureau, 2020 Census Detailed DHC-A; Venezuelan population increased from 215,023 in 2010 to 605,381 in 2020 
(181.5%). 

2 See 90 Fed. Reg. 5961 (Jan. 17, 2025); 90 Fed. Reg. 9040 (Feb. 5, 2025); 90 Fed. Reg. 43225 (Sept. 8, 2025); National TPS Alliance v. 

Noem, No. 25-5724 (9th Cir. Jan. 28, 2026). 
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EAD basadas en asilo pendiente; a la fecha de corte, se trata de una propuesta y no de una regla 
final.3 

• La pérdida o interrupción de una autorización laboral puede provocar despido, pérdida de seguro
médico o vivienda, endeudamiento y dificultades para renovar licencias o credenciales
profesionales mientras el proceso migratorio permanece abierto.

• Entre julio y agosto de 2026, fuentes periodísticas nacionales documentaron al menos tres
detenciones de personas venezolanas o nacidas en Venezuela que contaban con autorización de
empleo; uno de esos casos reunía además licencia de conducir vigente y solicitud de asilo
pendiente.4

• Las personas bajo CAT, withholding o una orden de supervisión pueden estar protegidas contra la
remoción a un país determinado o permanecer en libertad bajo condiciones, pero esas
protecciones no equivalen a residencia permanente ni constituyen una garantía absoluta contra
una nueva detención.5

• Las remociones a terceros países plantean riesgos específicos para personas con órdenes finales y
protecciones humanitarias. El acuerdo con Liberia prevé recibir hasta 1.200 nacionales de terceros
países en un año y contempla, según autoridades liberianas, personas procedentes de América
Latina, incluidos venezolanos.6

• La invocación de la Ley de Enemigos Extranjeros en relación con el Tren de Aragua incorporó la
nacionalidad venezolana dentro de una categoría extraordinaria de seguridad nacional aplicable a
determinados ciudadanos venezolanos señalados como miembros de esa organización, lo que
aumenta la necesidad de pruebas individualizadas y revisión judicial efectiva.7

• La fragmentación entre USCIS, ICE, el sistema SAVE, empleadores y agencias estatales puede dejar
a personas registradas ante el Gobierno federal sin documentación aceptada para trabajar,
conducir o identificarse mientras su situación migratoria continúa pendiente.8

Tres acciones inmediatas solicitadas 

1. AL CONGRESO: Exigir a DHS e ICE información periódica y desagregada sobre la detención de
venezolanos y convocar una audiencia de supervisión sobre detenciones, autorizaciones de
empleo, procesos de asilo pendientes, TPS, CAT, withholding y órdenes de supervisión.

2. A DHS, ICE Y USCIS: Proteger la continuidad documental y laboral cuando las interrupciones
deriven de demoras gubernamentales; aplicar criterios de custodia individualizados y utilizar

3 DHS, Employment Authorization Reform for Asylum Applicants, Notice of Proposed Rulemaking, DHS Docket No. USCIS-2025-0370 
(scheduled for publication Feb. 23, 2026). The 365-day waiting period is proposed, not a final rule as of Aug. 22, 2026. 

4 CBS News, Aug. 7, 2026 (Yasmin Suarez Reyes); Associated Press, Aug. 2026 (Oswaldo Pirela); Houston Chronicle, Aug. 21, 2026 
(Luis Morales Pérez). 

5 See 8 C.F.R. §§ 1208.16(c), 1208.17(a) (CAT); ICE Form I-220B, Order of Supervision. 

6 Reuters, Aug. 20, 2026 (U.S.-Liberia arrangement for up to 1,200 third-country deportees over 12 months). 

7 Proclamation 10903 (Mar. 15, 2025); A.A.R.P. v. Trump, No. 24A1007 (U.S. May 16, 2025). 

8 USCIS SAVE Verification Process Fact Sheet; SAVE CaseCheck. SAVE verifies immigration information but does not itself determine 
eligibility for a state or federal benefit or license. 
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alternativas a la detención cuando correspondan; y priorizar, dentro de la autoridad y criterios 
vigentes, adjudicaciones cuya demora pueda causar pérdida financiera grave u otras 
consecuencias humanitarias. 

3. AL DEPARTAMENTO DE ESTADO: Entregar al Congreso la documentación, garantías y mecanismos
de seguimiento relacionados con el acuerdo de remociones a Liberia, y coordinar con DHS la
verificación individual de salvaguardias antes de cualquier traslado de un ciudadano venezolano a
ese u otro tercer país.

1. Propósito, alcance y metodología

Este informe conjunto de VEPPEX y AMAVEX ofrece al Congreso de los Estados Unidos y al secretario de 
Estado Marco Rubio una evaluación general de la situación migratoria de los venezolanos en el país, con 
fecha de corte al 22 de agosto de 2026. Su propósito es apoyar la supervisión legislativa, la acción 
diplomática y consular y el desarrollo de salvaguardias aplicables a DHS, USCIS, ICE y el Departamento 
de Estado. 

La investigación se basa en fuentes públicas oficiales, entre ellas USCIS, DHS, ICE, el Registro Federal, el 
Departamento de Justicia, decisiones de tribunales federales y de la Corte Suprema, el Censo y la 
Legislatura de Florida. También utiliza fuentes periodísticas de reconocida trayectoria para documentar 
casos y acontecimientos recientes. Las cifras corresponden a universos y fechas diferentes y no deben 
sumarse automáticamente. 

LIMITACIÓN METODOLÓGICA 
DHS e ICE no publican un conteo nacional que cruce simultáneamente nacionalidad venezolana, situación 
de custodia, EAD vigente, licencia estatal, solicitud de asilo pendiente, protección CAT o withholding, 
orden de supervisión e historial penal. Los casos citados representan un mínimo público documentado y 
no una estimación del universo nacional. Este informe tampoco sustituye el análisis jurídico individual de 
un caso. 

2. Dimensión y características de la comunidad venezolana

El Censo de 2020 contabilizó 605.381 personas de origen venezolano en Estados Unidos, frente a 
215.023 en 2010. Ese crecimiento de 181,5 % fue el más acelerado entre los grupos hispanos detallados 
durante la década. Florida concentró la mayor población venezolana y Miami-Dade registró 117.576 
personas en la medición citada. Estos datos describen una base demográfica de 2020 y no equivalen al 
número actual de venezolanos sujetos a medidas migratorias.9 

9 U.S. Census Bureau, 2020 Census Detailed DHC-A; U.S. Census Bureau, An Overview of Hispanics in America (2024) (Miami-Dade 

County: 117,576 persons of Venezuelan origin in the cited 2020 measure). 
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La comunidad venezolana es jurídicamente heterogénea: incluye ciudadanos naturalizados, residentes 
permanentes, personas con visas, solicitantes de asilo, beneficiarios o antiguos beneficiarios de TPS, 
personas admitidas bajo parole, individuos con protección CAT o withholding y personas sujetas a 
órdenes finales de remoción. Las respuestas públicas deben reconocer esas diferencias y evitar 
presentar a todos los venezolanos como una categoría uniforme. 

3. Erosión de las protecciones temporales

3.1 Estatus de Protección Temporal 

Venezuela fue objeto de designaciones de TPS en 2021 y 2023. En enero de 2025, DHS anunció una 
extensión que habría permitido a aproximadamente 607.000 beneficiarios conservar la protección hasta 
octubre de 2026, siempre que mantuvieran elegibilidad. Posteriormente, DHS revocó esa extensión y 
publicó la terminación de la designación de 2023, seguida por la terminación de la designación de 
2021.10 

El litigio continúa siendo determinante. El 28 de enero de 2026, el Tribunal de Apelaciones del Noveno 
Circuito sostuvo que la Secretaria de Seguridad Nacional excedió su autoridad estatutaria al intentar 
terminar el TPS de Venezuela antes de la fecha de expiración de la extensión de 2025. Órdenes de 
emergencia previas de la Corte Suprema habían permitido que determinadas terminaciones produjeran 
efectos mientras continuaba el litigio. El Gobierno presentó una petición de certiorari el 9 de julio de 
2026; al 22 de agosto de 2026, esa petición permanecía pendiente ante la Corte Suprema. En la práctica, 
la vigencia de documentos y autorizaciones puede depender de la designación aplicable, la fecha de 
emisión, la reinscripción y las órdenes judiciales vigentes.11 

Datos federales publicados en 2025 informaron 268.156 beneficiarios aprobados bajo la designación de 
2021 y 4.813 bajo la designación de 2023, además de aproximadamente 400.152 solicitudes pendientes 
entre ambas designaciones al 24 de junio de 2025. Estas cifras ilustran la magnitud del impacto, pero no 
deben presentarse como un conteo actualizado de beneficiarios protegidos en agosto de 2026.12 

10 Extension of the 2023 Designation of Venezuela for TPS, 90 Fed. Reg. 5961 (Jan. 17, 2025); Vacatur of 2025 TPS Decision for 
Venezuela, 90 Fed. Reg. 8805 (Feb. 3, 2025); Termination of the October 3, 2023 Designation, 90 Fed. Reg. 9040 (Feb. 5, 2025); 
Termination of the 2021 Designation, 90 Fed. Reg. 43225 (Sept. 8, 2025). 

11 National TPS Alliance v. Noem, No. 25-5724 (9th Cir. Jan. 28, 2026). See also U.S. Supreme Court docket No. 26-48, petition for 
certiorari filed July 9, 2026; petition pending as of Aug. 22, 2026. 

12 Termination of the 2021 Designation of Venezuela for TPS, 90 Fed. Reg. 43225 & n.50 (Sept. 8, 2025) (268,156 approved under 
2021 designation; 4,813 approved under 2023 designation; 400,152 pending across both designations as of June 24, 2025). 
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EFECTO PRÁCTICO 
Cuando la vigencia del TPS o de un EAD cambia por anuncios administrativos, decisiones judiciales y 
órdenes de emergencia, empleadores, agencias estatales y beneficiarios pueden recibir mensajes distintos 
sobre el mismo documento. El resultado puede ser pérdida de empleo, negativas de servicios o 
interrupción de documentación antes de que exista una resolución definitiva. 

3.2 Parole, asilo pendiente y otras vías temporales 

La terminación del programa de parole para cubanos, haitianos, nicaragüenses y venezolanos (CHNV) 
afectó a una población multinacional estimada en 532.000 personas. Para los venezolanos, la pérdida de 
parole puede significar la terminación simultánea de la autorización laboral asociada y del período de 
permanencia autorizado, salvo que exista otra base migratoria independiente.13 

Los solicitantes de asilo constituyen otro grupo especialmente expuesto a la incertidumbre. Un caso de 
asilo pendiente no equivale a residencia ni a un estatus permanente, pero muchas personas llevan años 
identificadas ante el Gobierno, esperando entrevista o decisión y renovando permisos de trabajo. 
Además, el marco de la Annual Asylum Fee exige el pago anual a determinados solicitantes con 
Formulario I-589 pendiente. El 5 de agosto de 2026, un tribunal federal impidió aplicar, bajo la regla 
interina del 29 de abril de 2026, determinadas consecuencias por falta de pago; USCIS reabrió el portal 
para pagos atrasados mientras continúa el litigio.14 

4. Permisos de trabajo y presión económica

El permiso de trabajo conecta el sistema migratorio con la capacidad de una persona para mantenerse 
dentro de la economía formal. Desde el 30 de octubre de 2025, numerosas renovaciones de EAD 
dejaron de recibir la extensión automática general de hasta 540 días, con excepciones limitadas. USCIS 
permite solicitar procesamiento expedito cuando existe, entre otros factores, pérdida financiera grave, 
pero la decisión es discrecional y requiere evidencia individual. En febrero de 2026, DHS propuso 
además ampliar de 180 a 365 días el período de espera para determinadas solicitudes iniciales de EAD 
basadas en asilo pendiente y añadir otros requisitos; a la fecha de corte, esa propuesta no constituye 
una regla final vigente.15 

13 DHS, Termination of Parole Processes for Cubans, Haitians, Nicaraguans, and Venezuelans, 90 Fed. Reg. (Mar. 25, 2025) 
(approximately 532,000 individuals covered by CHNV parole processes). 

14 USCIS, Annual Asylum Fee alert; Venez. Ass’n of Mass. v. USCIS, No. 1:26-cv-13038-NMG (D. Mass. Aug. 5, 2026) (staying 
implementation of consequences for failure to pay the AAF while the case remains pending). 

15 DHS, Removal of the Automatic Extension of Employment Authorization Documents, Interim Final Rule (effective Oct. 30, 2025); 

USCIS Policy Manual, Vol. 1, Part A, Ch. 5 (expedite criteria); DHS, Employment Authorization Reform for Asylum Applicants, 
proposed rule (2026). 
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La interrupción laboral puede producir efectos acumulativos: despido, imposibilidad de pagar vivienda, 
pérdida de seguro médico, mora en préstamos, pérdida de vehículo y dificultad para sostener a hijos u 
otros dependientes. También puede impedir la renovación de licencias profesionales o de conducir 
cuando el estado exige documentación migratoria vigente y verificable. 

Problemas identificados 

• Tiempos de adjudicación que exceden la vigencia restante del documento anterior.
• Interrupciones entre la vigencia del documento anterior y la adjudicación de la renovación, con

respuestas distintas de empleadores o agencias estatales.
• Ausencia de una vía uniforme de prioridad para personas obligadas a reportarse ante ICE.
• Dificultad para demostrar una pérdida financiera grave con suficiente anticipación para obtener

una decisión expedita antes de que ocurra el daño.
• Falta de coordinación entre USCIS, SAVE, empleadores y departamentos estatales de vehículos.

5. Detención, supervisión y cumplimiento

El marco sobre acciones de cumplimiento en tribunales cambió de manera importante en 2026. El 24 de 
junio, un juez federal anuló políticas de 2025 que habían ampliado los arrestos migratorios en tribunales 
y sus inmediaciones, restableciendo restricciones anteriores; esa decisión puede continuar sujeta a 
revisión. Fuera de ese contexto, los arrestos migratorios pueden ocurrir en lugares de trabajo, 
aeropuertos, vías públicas y durante otros contactos con autoridades, según la base legal aplicable a 
cada caso.16 

Una orden de supervisión, comúnmente documentada mediante el Formulario I-220B, establece 
condiciones de libertad y comparecencia para una persona con orden final. El cumplimiento prolongado, 
el domicilio conocido, la comparecencia regular y la ausencia de condenas recientes son factores 
relevantes para evaluar la custodia, pero la I-220B no constituye una garantía absoluta contra una nueva 
detención.17 

5.1 Detenciones pese a documentación vigente o trámites pendientes 

VEPPEX y AMAVEX alertan al Congreso sobre detenciones de personas venezolanas o nacidas en 
Venezuela que, al momento del arresto, contaban con documentos emitidos por el propio Gobierno o 
con procesos migratorios pendientes. Un EAD autoriza empleo, una licencia estatal autoriza conducir y 
una solicitud de asilo mantiene abierto un procedimiento de protección; ninguno de esos instrumentos, 
por sí solo, confiere residencia ni inmunidad frente a una detención. Su existencia, sin embargo, 

16 Reuters, June 24, 2026, reporting the federal district court decision vacating the 2025 courthouse-arrest policies and reinstating 
prior restrictions; subsequent review may affect the operative framework. 

17 ICE Form I-220B, Order of Supervision (conditions of release and consequences for noncompliance). 
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demuestra interacción formal con el sistema y refuerza la necesidad de decisiones de custodia 
individualizadas, explicadas y sujetas a revisión. 

Casos públicos verificados: julio–agosto de 2026 

• Yasmin Suarez Reyes, nacida en Venezuela y ciudadana española, fue detenida por ICE el 24 de
julio de 2026 en el aeropuerto de Houston. CBS News verificó que había ingresado legalmente en
octubre de 2023 bajo el Visa Waiver Program, solicitado asilo en enero de 2024 antes del
vencimiento de esa admisión, mantenía la solicitud pendiente y había obtenido un permiso de
trabajo y una licencia de conducir de Texas. CBS News reportó que permanecía detenida en el
Montgomery Processing Center a comienzos de agosto.18

• Oswaldo Pirela, venezolano y entrenador de receptores en el sistema de ligas menores de los San
Diego Padres, fue detenido por ICE el 16 de agosto de 2026 al llegar al aeropuerto de El Paso por
motivos de trabajo. Associated Press informó que había solicitado asilo en 2015; su familia señaló
que mantenía autorización de empleo, mientras DHS sostuvo que su período de permanencia
autorizado había expirado. Registros federales lo ubicaban bajo custodia en El Paso al momento
del reporte.19

• Luis Morales Pérez, pastor venezolano en Houston, fue detenido por ICE el 6 de agosto de 2026 en
el aeropuerto George Bush Intercontinental. El Houston Chronicle informó que contaba con
autorización de empleo vigente y una solicitud de asilo pendiente. El 19 de agosto fue liberado
después de prestar una fianza de $12.000 y quedó sujeto a monitoreo mientras continúa su
proceso migratorio.20

ALCANCE DE LOS DATOS 
Esta revisión identifica al menos tres casos públicos documentados en un período de 24 días en los que las 
personas detenidas contaban con autorización de empleo; uno de ellos reunía simultáneamente EAD, 
licencia de conducir y asilo pendiente. No existe una cifra federal pública que permita calcular el universo 
nacional. El Congreso debería exigir ese dato a DHS e ICE y evitar inferencias a partir de casos periodísticos 
aislados. 

Como contexto agregado —no específico de venezolanos ni de personas con EAD— TRAC reportó 
65.765 personas en detención de ICE al 11 de julio de 2026; 46.436 (70,6 %) no tenían condena penal. En 
junio de 2026 se registraron 43.138 ingresos a detención. Estas cifras describen la escala del sistema, 
pero no deben presentarse como el número de venezolanos afectados.21 

18 CBS News, “Trump voter pleads for fiancée’s release after ICE arrest,” updated Aug. 7, 2026. 
19 Associated Press, “Venezuelan former baseball player working for San Diego Padres is detained by ICE,” Aug. 2026. 
20 Houston Chronicle, “Houston pastor released by ICE ... after posting bond,” Aug. 21, 2026 (detained Aug. 6; released Aug. 19 
on 

$12,000 bond; valid work authorization and pending asylum claim reported). 
21 TRAC Immigration, Immigration Detention Quick Facts: 65,765 persons detained by ICE as of July 11, 2026; 46,436 (70.6%) had no 

criminal convictions; 43,138 detention bookings in June 2026. 
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5.2 Tren de Aragua, Ley de Enemigos Extranjeros y riesgo de estigmatización colectiva 

El Tren de Aragua es una organización criminal real cuyos integrantes deben ser investigados y 
procesados con pruebas individualizadas. El Departamento de Justicia ha presentado acusaciones por 
delitos graves contra presuntos miembros. La existencia de esa organización, sin embargo, no convierte 
a la comunidad venezolana en una población criminal ni permite sustituir evidencia individual por 
nacionalidad, tatuajes, apariencia, asociaciones circunstanciales o lugar de procedencia.22 

La Proclamación Presidencial 10903, del 15 de marzo de 2025, invocó la Ley de Enemigos Extranjeros de 
1798 al considerar que el Tren de Aragua realizaba una “invasión” o “incursión depredadora”. La medida 
se dirige expresamente a determinados ciudadanos venezolanos de 14 años o más que sean 
considerados miembros de la organización, se encuentren en Estados Unidos y no sean ciudadanos 
naturalizados ni residentes permanentes. Por ello, la nacionalidad venezolana forma parte de los 
criterios formales de una autoridad extraordinaria de detención y expulsión.23 

La Corte Suprema ha reconocido que las personas señaladas bajo esta autoridad deben recibir 
notificación y una oportunidad efectiva de impugnar su clasificación y remoción mediante habeas 
corpus. En A.A.R.P. v. Trump, la Corte concluyó que el aviso utilizado inicialmente era insuficiente para 
permitir una impugnación real. Otros tribunales federales han examinado si las actividades atribuidas a 
una organización criminal satisfacen los conceptos históricos de “invasión” o “incursión depredadora” 
utilizados por la ley.24 

EVALUACIÓN INDIVIDUAL 
La política no declara enemigo a todo venezolano. Sin embargo, la combinación de una organización 
criminal de origen venezolano, una narrativa de invasión y una autoridad extraordinaria aplicable 
expresamente a determinados ciudadanos de Venezuela aumenta el riesgo de sospecha colectiva y 
errores de clasificación. La pertenencia criminal debe sustentarse en evidencia individual y estar sujeta a 
revisión judicial efectiva. 

Efectos concurrentes 

• La narrativa del Tren de Aragua presenta una parte de la migración venezolana como un asunto de
seguridad nacional y no solamente como una cuestión migratoria o penal ordinaria.

• La Ley de Enemigos Extranjeros establece un mecanismo extraordinario de aprehensión,
detención y remoción distinto de los procedimientos migratorios ordinarios.

22 U.S. Department of Justice, federal racketeering and violent-offense charges against alleged Tren de Aragua members. Criminal 
allegations require individualized proof and adjudication. 

23 Proclamation 10903, Invocation of the Alien Enemies Act Regarding the Invasion of the United States by Tren de Aragua (Mar. 15, 
2025). 

24 A.A.R.P. v. Trump, No. 24A1007 (U.S. May 16, 2025); Trump v. J.G.G., No. 24A931 (U.S. Apr. 7, 2025). 
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• La terminación de TPS y parole reduce bases de permanencia y autorización laboral para grupos
numerosos.

• Las restricciones, interrupciones y demoras de EAD pueden dificultar trabajar, conducir, sostener
una vivienda y continuar la defensa legal.

• Consideradas conjuntamente, estas medidas aumentan la exposición de determinados
venezolanos a pérdida de documentación, arresto o remoción, incluso cuando han mantenido
contacto formal con el sistema migratorio.

EFECTO ACUMULADO 
Las medidas analizadas responden a autoridades y objetivos jurídicos distintos. El informe no presume 
una intención única detrás de todas ellas. Sí documenta que, al coincidir en el tiempo, producen un efecto 
acumulativo de menor estabilidad migratoria y documental para venezolanos no ciudadanos y sin 
residencia permanente. 

5.3 Protección bajo la Convención contra la Tortura 

La protección CAT, incluido el deferral of removal, impide la remoción al país respecto del cual se 
determinó que la persona probablemente enfrentaría tortura, mientras la protección continúe vigente. 
No concede residencia permanente, no elimina necesariamente la orden final y no impide por sí sola 
toda detención. Como resultado, algunas personas pueden permanecer durante largos períodos bajo 
supervisión sin una solución migratoria permanente.25 

REVISIÓN INDIVIDUAL DE LA CUSTODIA 
La redetención de una persona que ha cumplido durante años con sus condiciones de supervisión debe 
basarse en una evaluación individual y documentada de las circunstancias actuales, con mecanismos 
efectivos de revisión. El mero cambio de una política general no debería sustituir esa evaluación. 

6. Remociones a terceros países

Las personas con órdenes finales pueden enfrentar intentos de remoción a países distintos de su 
nacionalidad. En D.V.D. v. DHS, el Tribunal de Distrito de Massachusetts dictó el 25 de febrero de 2026 
una sentencia final que declaró ilegal la política de remociones a terceros países impugnada y reconoció, 
para la clase definida en el caso, el derecho a una notificación significativa y a una oportunidad efectiva 
de plantear una objeción específica al país de destino. El 16 de marzo de 2026, el Primer Circuito 
concedió una suspensión de esa sentencia mientras continúa la apelación. Por ello, el régimen jurídico 

25 8 C.F.R. §§ 1208.16(c), 1208.17(a); see also 8 C.F.R. § 241.5 regarding orders of supervision. 
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permanece en litigio activo y su aplicación práctica puede depender de órdenes judiciales y 
circunstancias individuales.26 

Para los venezolanos con CAT, withholding u otras protecciones, una determinación de riesgo respecto 
de Venezuela no resuelve automáticamente el riesgo que pudiera existir en otro país. Dado que el 
régimen procesal de las remociones a terceros países permanece en litigio, VEPPEX y AMAVEX 
recomiendan que antes de cualquier traslado exista notificación suficiente del destino y una 
oportunidad real de plantear un temor específico y buscar revisión jurídica conforme al marco legal y a 
las órdenes judiciales aplicables. 

Salvaguardias mínimas recomendadas 

• Notificación escrita, en un idioma comprensible, que identifique con suficiente anticipación el país
propuesto.

• Tiempo razonable para consultar representación legal y recopilar información sobre riesgos
específicos en el país de destino.

• Mecanismo efectivo para presentar un temor específico y obtener una revisión individual antes
del traslado.

• Suspensión temporal del traslado mientras exista una solicitud o revisión pendiente relacionada
con persecución o tortura, cuando corresponda legalmente.

• Registro público agregado de países receptores, garantías diplomáticas y resultados de los
traslados, preservando datos personales sensibles.

7. Casos recientes de remoción y necesidad de supervisión

NOTA DE PRECISIÓN: El primer vuelo destinado a Liberia transportó 20 personas. Las autoridades 
estadounidenses no divulgaron públicamente las nacionalidades del grupo completo y, según Reuters, 
cinco pasajeros no desembarcaron en Liberia y fueron trasladados posteriormente a Guinea Ecuatorial. 
Este informe no atribuye nacionalidad venezolana a ninguna persona sin confirmación independiente.27 

7.1 Traslados a Liberia 

El 20 de agosto de 2026 arribó al Aeropuerto Internacional Roberts, cerca de Monrovia, un vuelo 
procedente de Estados Unidos con 20 personas destinadas a remoción bajo un acuerdo mediante el cual 

26 D.V.D. v. DHS, U.S. District Court for the District of Massachusetts, final judgment Feb. 25, 2026; First Circuit stay pending 
appeal granted Mar. 16, 2026. See Reuters, Mar. 16, 2026. The procedural regime remained in active litigation as of Aug. 22, 2026. 
27 Reuters, Aug. 20-21, 2026. The United States did not publicly disclose the nationalities of the full 20-person group; Reuters 

reported that five passengers who resisted disembarkation in Liberia were three Cubans, one Brazilian, and one Cameroonian and 
were flown onward to Equatorial Guinea. 
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Liberia aceptó recibir hasta 1.200 nacionales de terceros países durante los siguientes 12 meses. El vuelo 
salió de Luisiana e hizo escala en Dakar, Senegal.28 

Las autoridades estadounidenses no divulgaron las nacionalidades del grupo completo. El ministro de 
Información de Liberia indicó que el programa contemplaría principalmente personas procedentes de 
América Latina, incluidos nacionales de Venezuela, Cuba y Colombia. Reuters informó el 21 de agosto 
que cinco pasajeros —tres cubanos, un brasileño y un camerunés— se negaron a desembarcar en 
Liberia y fueron trasladados a Guinea Ecuatorial. Por ello, el informe distingue entre las nacionalidades 
contempladas por el programa y las identidades efectivamente confirmadas en cada traslado.29 

Autoridades liberianas declararon que quienes fueran recibidos serían tratados como huéspedes, 
podrían solicitar asilo o salir del país y recibirían apoyo de organismos internacionales. VEPPEX y 
AMAVEX consideran necesario que esas declaraciones se traduzcan en garantías verificables sobre 
libertad de movimiento, documentación, alojamiento, atención médica, acceso a representación, no 
devolución y mecanismos de monitoreo independiente. 

Solicitudes urgentes sobre Liberia 

• Publicar las nacionalidades, bases jurídicas de remoción y protecciones previas de las personas
trasladadas, preservando los datos personales sensibles.

• Entregar al Congreso el texto íntegro del acuerdo, sus memorandos, garantías diplomáticas,
costos y mecanismos de supervisión.

• Confirmar si alguna persona trasladada tenía CAT, withholding, asilo pendiente u otra protección o
restricción relevante, y explicar la evaluación individual realizada respecto de Liberia.

• Permitir monitoreo independiente por ACNUR, OIM, abogados y organizaciones de derechos
humanos, incluida la comunicación confidencial con las personas trasladadas.

7.2 Informe especial separado sobre el vuelo del 24 de junio de 2026 

Los hechos relacionados con el vuelo de deportación del 24 de junio de 2026 serán objeto de un informe 
especial separado de VEPPEX y AMAVEX. Ese documento examinará de manera independiente la 
cronología, la documentación disponible, los testimonios, las condiciones de traslado y recepción y las 
cuestiones jurídicas que puedan surgir. Por esa razón, el presente informe general no desarrolla 
testimonios individuales, posibles irregularidades procesales ni atribuciones de responsabilidad 
relacionadas con ese caso. 

28 Reuters, Aug. 20, 2026 (Liberia agreed to receive up to 1,200 third-country deportees during the following 12 months; first flight 
carried 20 persons). 

29 Reuters, Aug. 20, 2026; Reuters, Aug. 21, 2026. 
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8. Licencias de conducir, identificación y sistema SAVE

Las licencias de conducir son esenciales para trabajar, acudir a citas médicas, cumplir reportes 
migratorios y atender responsabilidades familiares. Los estados determinan qué documentos aceptan 
como prueba de identidad y presencia legal y utilizan el sistema federal SAVE para verificar información 
migratoria. Las diferencias entre documentos federales y requisitos estatales pueden generar negativas 
incluso cuando la persona mantiene un proceso o una supervisión activa ante las autoridades 
migratorias.30 

La I-220B acredita supervisión federal, pero puede no figurar entre los documentos estatales aceptados 
como prueba suficiente de presencia legal. Cuando una agencia rechaza una solicitud sin completar la 
verificación correspondiente, sin proporcionar información sobre el caso SAVE o sin explicar el 
fundamento por escrito, la persona puede quedar sin una vía clara para corregir el registro o solicitar 
revisión. 

En Florida, conducir con una licencia vencida por seis meses o menos constituye una infracción 
conforme al artículo 322.065. Aunque se trata de una infracción de tránsito, una parada puede generar 
consecuencias prácticas adicionales para una persona con situación migratoria inestable. Por ello, las 
dificultades de renovación documental pueden exceder el problema de movilidad.31 

Medidas administrativas necesarias 

• Entregar toda negativa por escrito, con la norma aplicada y los plazos de revisión.
• Proporcionar el número de caso SAVE y completar la verificación adicional cuando corresponda.
• Capacitar de manera uniforme a las oficinas locales sobre documentos relacionados con

supervisión, CAT, withholding y trámites migratorios pendientes, dentro de los límites de la
legislación estatal aplicable.

• Evaluar mecanismos temporales o restringidos cuando la única barrera para la emisión o
renovación sea una verificación federal pendiente, cuando la legislación estatal lo permita.

9. Impacto humano, familiar y comunitario

La incertidumbre migratoria no se limita a la persona directamente afectada. Muchos hogares incluyen 
hijos ciudadanos estadounidenses, cónyuges con estatus diferente, adultos mayores y otros 
dependientes. La detención o la pérdida del permiso de trabajo puede eliminar de un día para otro la 
principal fuente de ingresos del hogar y afectar vivienda, seguro médico, transporte y capacidad para 
pagar representación legal. 

30 USCIS SAVE Verification Process Fact Sheet; SAVE CaseCheck. State and local agencies use SAVE to verify immigration information; 
SAVE does not itself decide eligibility for a license or benefit. 

31 Fla. Stat. § 322.065 (2025) (driving with a license expired for six months or less is an infraction subject to the penalty in § 318.18). 
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También existen efectos comunitarios: empleadores pierden trabajadores capacitados; iglesias y 
organizaciones pierden voluntarios; escuelas atienden a niños cuyas familias atraviesan separación o 
inestabilidad económica; y gobiernos locales enfrentan nuevas necesidades sociales. La responsabilidad 
penal o migratoria debe evaluarse individualmente. La nacionalidad venezolana no constituye evidencia 
de peligrosidad ni de pertenencia criminal. 

IMPACTO EN FAMILIAS Y COMUNIDADES 
La seguridad pública y la protección de derechos no son objetivos incompatibles. La aplicación de la ley 
migratoria puede concentrarse en riesgos individualmente acreditados y, al mismo tiempo, preservar el 
debido proceso y evitar que demoras administrativas empujen a personas con trámites pendientes hacia 
la pérdida de empleo, documentación o estabilidad familiar. 

 

10. Recomendaciones por destinatario 

10.1 Al Congreso de los Estados Unidos 

• Celebrar audiencias de supervisión sobre la detención de venezolanos con EAD, solicitudes de 
asilo pendientes, TPS previo o vigente, CAT, withholding, órdenes de supervisión u otros trámites 
o protecciones relevantes. 

• Exigir a DHS e ICE informes trimestrales desagregados por nacionalidad, país de nacimiento, base 
jurídica del arresto, EAD vigente, solicitud de asilo pendiente, TPS, CAT o withholding, historial 
penal, tiempo de custodia, lugar de detención y resultado del caso. 

• Solicitar a la Government Accountability Office (GAO) una auditoría sobre arrestos en aeropuertos 
y otros puntos de tránsito, calidad de la información utilizada antes de la detención y uso de 
alternativas a la custodia para personas que comparecen regularmente. 

• Investigar los criterios utilizados para atribuir pertenencia al Tren de Aragua, los mecanismos para 
corregir clasificaciones erróneas y el cumplimiento de las exigencias de notificación y revisión 
judicial establecidas por los tribunales. 

• Considerar legislación que preserve la continuidad laboral en renovaciones oportunas de EAD 
cuando la interrupción sea atribuible a demoras gubernamentales, y que establezca salvaguardias 
procesales antes de remociones a terceros países, dentro de los límites constitucionales y 
estatutarios aplicables. 

• Financiar mejoras de interoperabilidad y corrección entre USCIS, ICE, SAVE y agencias estatales, 
con procedimientos accesibles para identificar y corregir errores documentales. 

• Ejercer supervisión sobre cualquier regla final relacionada con EAD de solicitantes de asilo y sobre 
la implementación de la Annual Asylum Fee, evaluando su impacto sobre personas cuyos casos 
permanecen pendientes por períodos prolongados. 

• Requerir una sesión informativa conjunta del Departamento de Estado, DHS e ICE sobre el 
acuerdo con Liberia y los mecanismos utilizados para evaluar riesgos individuales antes de 
traslados a terceros países. 
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10.2 A DHS e ICE 

• Adoptar decisiones de custodia individualizadas y, cuando corresponda legalmente, entregar por 
escrito las razones principales del arresto, traslado y continuación de la detención. 

• Aplicar y documentar criterios para alternativas a la detención cuando la persona carezca de 
condenas penales, comparezca regularmente, mantenga domicilio verificable y cumpla las 
condiciones impuestas por ICE. 

• Antes de una remoción a un tercer país, proporcionar la notificación y las oportunidades de 
plantear riesgo individual que exijan la ley y las órdenes judiciales vigentes, y conservar un registro 
verificable del proceso utilizado. 

• Publicar datos agregados y desagregados que permitan al Congreso evaluar detenciones, 
redetenciones, traslados y resultados sin exponer información personal sensible. 

• Coordinar con el Departamento de Estado la verificación de garantías y condiciones de recepción 
en terceros países, especialmente cuando la persona tenga CAT, withholding u otra protección 
relevante. 

10.3 A USCIS 

• Priorizar, conforme a los criterios de procesamiento expedito vigentes, solicitudes I-765 cuando 
una demora pueda producir pérdida financiera grave u otras circunstancias humanitarias 
documentadas. 

• Publicar guías estables y actualizadas para solicitantes, empleadores y agencias estatales sobre el 
alcance y la vigencia de EAD y otros documentos durante períodos de litigio o transición 
normativa. 

• Fortalecer los procedimientos de SAVE para que las agencias usuarias completen la verificación 
adicional cuando corresponda y proporcionen al solicitante información suficiente para dar 
seguimiento y corregir discrepancias. 

• Mantener información pública clara y actualizada sobre la Annual Asylum Fee y sobre cualquier 
regla final que modifique la autorización de empleo de solicitantes de asilo, distinguiendo 
expresamente las propuestas regulatorias de las normas vigentes. 

10.4 Al Departamento de Estado 

• Entregar al Congreso el texto del acuerdo o entendimiento con Liberia, incluidos memorandos, 
garantías diplomáticas, compromisos financieros y mecanismos de supervisión que puedan 
hacerse públicos legalmente. 

• Informar al Congreso, de manera agregada y preservando datos personales sensibles, las 
nacionalidades, bases de remoción y protecciones migratorias relevantes de las personas 
trasladadas bajo acuerdos de terceros países. 

• Coordinar con DHS la evaluación de condiciones de recepción y de cualquier riesgo individual 
relevante antes de facilitar el traslado de ciudadanos venezolanos a un tercer país. 
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• Promover mecanismos de seguimiento independiente, acceso a organismos internacionales y vías
de comunicación confidencial para las personas recibidas bajo acuerdos de remoción a terceros
países.

11. Cooperación ofrecida por VEPPEX y AMAVEX al Congreso y al
Departamento de Estado

Línea de acción Resultado esperado 

Observatorio Migratorio 
Venezolano 

Crear un registro nacional seguro con categorías estandarizadas, revisión 
documental, protección de datos y consentimiento informado. 

Comité jurídico Integrar abogados de inmigración, litigio federal, derechos civiles y derecho 
administrativo para revisar tendencias y casos de especial relevancia. 

Informe trimestral 
Entregar indicadores, casos anonimizados, cambios normativos, litigios relevantes y 
seguimiento de solicitudes formuladas por el Congreso. 

Enlace congresional 
Atender solicitudes de información de comités y delegaciones de estados con alta 
concentración de población venezolana. 

Testimonio experto Facilitar comparecencias de abogados, especialistas y personas afectadas, con 
consentimiento, preparación previa y protección de identidad cuando sea necesario. 

Los traslados a Liberia y la creciente utilización de terceros países muestran que la supervisión 
migratoria no debe limitarse a la existencia formal de una orden de remoción. También requiere 
examinar el destino propuesto, la evaluación individual de riesgos, las condiciones de recepción, la 
trazabilidad y los mecanismos disponibles para verificar el cumplimiento de las garantías ofrecidas. 

Conclusión 

La comunidad venezolana en Estados Unidos no enfrenta un único problema migratorio, sino varias 
fuentes de inestabilidad que se superponen: pérdida o litigio de protecciones temporales, 
interrupciones de autorización laboral, exposición a detención, ausencia de soluciones permanentes 
para personas bajo supervisión, barreras documentales y remociones a terceros países. 

VEPPEX y AMAVEX sostienen que la aplicación de la ley migratoria debe respetar el debido proceso, la 
protección contra la tortura, la evaluación individual y la posibilidad real de cumplir las normas. Una 
persona no debería quedar obligada a escoger entre perder su empleo, conducir sin documentación 
vigente o incumplir obligaciones familiares porque los documentos de los que depende están sujetos a 
demoras, litigios o cambios administrativos. 
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CONCLUSIÓN INSTITUCIONAL DE VEPPEX Y AMAVEX 
El efecto acumulado de las decisiones adoptadas desde 2025 ha reducido o vuelto más inestables 
protecciones, autorizaciones de empleo y mecanismos documentales de los que dependían amplios 
sectores de la comunidad venezolana. Esto no significa que todos los venezolanos carezcan de estatus ni 
que toda detención sea ilegal. Sí describe un aumento verificable de la exposición a pérdida de empleo, 
detención o remoción para determinadas personas mientras sus procesos permanecen pendientes o sin 
una solución permanente. 

La narrativa vinculada al Tren de Aragua y la aplicación de la Ley de Enemigos Extranjeros añaden una 
dimensión de seguridad nacional que exige especial cuidado para evitar generalizaciones y 
clasificaciones erróneas. La respuesta debe combinar supervisión congresional, reforma administrativa, 
litigio cuando corresponda, coordinación federal-estatal y documentación rigurosa. VEPPEX y AMAVEX 
se comprometen a promover una política migratoria responsable que distinga los riesgos comprobados 
de la estigmatización colectiva y permita a los venezolanos cumplir, trabajar y contribuir legalmente. 
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